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Los pueblos indígenas se reunieron con representantes de diferentes Ministerios donde definieron una agenda de trabajo donde se acordaron varias líneas, entre las más importantes, avanzar en la identificación de casos críticos de violación de los derechos humanos que precisen una acción inmediata, la implementación de un protocolo de acción para la fuerza pública en los territorios indígenas y la mejora del sistema de Alertas Tempranas y la erradicación de los cultivos ilícitos. ONIC, 02/02/06.

Sectores de la población del Sur del país (Meta, Caquetá, Guaviare y Putumayo)  vienen alertando a las autoridades nacionales frente a su situación de confinamiento ante el paro armado intermitente decretado por las FARC desde inicios de mes. Su estado de alerta se agudizó ante el recién asesinato por las FARC de nueve civiles que circulaban en transporte público entre San Vicente del Caguán y Florencia (Caquetá).  A su vez,  la organización Survival Internacional lanzó una acción urgente en defensa de la vida del pueblo Nukak Makú, atrapada en el fuego cruzado entre paramilitares, guerrillas y ejército en el Guaviare donde murieron 2 de los 400 que aún quedan. Según el analista Rangel  esta región del país es zona de operación del Plan Patriota donde la ofensiva de las FARC en los 4 departamentos buscaría mostrar su control y dispersar a la Fuerza Pública en el actual escenario de elecciones. El Tiempo 23/02/06. Fundación Hemera, 23/02/06

La Coordinación Colombia-Europa-Estados Unidos, la Alianza, la Plataforma de Derechos Humanos, Democracia y Desarrollo y diversas organizaciones sociales convocaron a los directores y candidatos de los 59 partidos políticos que participarán en la próxima contienda electoral para debatir la concertación de una agenda mínima de derechos humanos. Por otro lado, la Coordinación Colombia-Europa -Estados Unidos hace el pedido a la Comisión de Derechos Humanos para que inste al Gobierno colombiano a renovar el acuerdo con la Alta Comisionada para los Derechos Humanos, a revisar y replantear la política de seguridad democrática a la luz de las obligaciones internacionales de derechos humanos y derecho internacional humanitario y a diseñar, en concertación con la sociedad civil, y implementar el Plan Nacional de Acción en Derechos Humanos y DIH según los requerimientos internacionales. Indymedia, 16/02/06. El Nuevo Siglo, 28/02/06
Mientras la Comunidad de San José de Apartadó recordó que continúa en impunidad  la masacre atribuida al ejército que hace un año acabó con la vida de 3 adultos y 4 menores, el gobierno ascendió al comandante del Ejército quien estuvo al frente de la tropa responsable de ejecutar la masacre. En diferentes ciudades europeas y americanas se organizaron actos  para exigir justicia al gobierno colombiano ante dicha masacre. San José de Apartadó, 23/02/06, Indymedia, 22,02/06

La Comisión interclesial de Justicia y Paz denunció la firma  del gobernador de Antioquia, A. Gaviria, con la compañía estadounidense Muriel Mining Corporation para el contrato de concesión de aprovechamiento y explotación de una mina de cobre, oro y otros minerales que  se encuentra, por una parte, en  el territorio colectivo de Jiguamiandó y las tres cuartas partes restantes en el resguardo indígena Embera-Katío. Previo a la realización de esta firma de concesión nadie consultó a estas minorías étnicas al respecto  tal y como lo exige la OIT y el Estado Colombiano a través de la Ley 70.  A ello, Ministerio de Medio Ambiente plantea que desconoce, por el momento, la aprobación de ninguna licencia ambiental en el sector de minería para dicha área. Indymedia, 20/02/06.

Los diferentes grupos de familiares de los secuestrados se mostraron pesimistas ante la dilatación del acuerdo humanitario en época de campaña electoral. A partir del aniversario de cuatro años de cautiverio de la excandidata Ingrid Bentacourt, el comité de apoyo para su liberación  (280 activistas  y contactos en diferentes países europeos)  organizó actos en diferentes ciudades europeas exigiendo al gobierno y a las FARC voluntad de acuerdo que libere a todos los secuestrados. A su vez, las madres de la Candelaria homenajearon al oficial Mayor Guevara, muerto en cautiverio después de siete años de secuestro y, exigieron a las FARC  la devolución de su cuerpo. Por otro lado, diferentes familiares de los diputados secuestrados del Valle, recibieron un jarro de agua fría después de la negativa dada a las iniciativas expresadas por los mismos secuestrados en la última prueba de supervivencia recibida de las FARC (asilo venezolano y la consulta ciudadana del mandato por la libertad en las elecciones parlamentarias). Los diferentes grupos de familiares de secuestrados confían en que el acuerdo humanitario pueda avanzar a partir de los buenos oficios de la comunidad internacional, en este caso, Suiza, Francia y España y una vez hayan pasado las elecciones. Los 25  países de la UE solicitaron a las FARC que respondan de manera constructiva a sus  propuestas para realizar el acuerdo humanitario. El Colombiano, 23/02/06, Indymedia, 20/02/06. El Tiempo, 22,23/02/06, El Espectador, 23/03/06

Las principales iniciativas civiles de paz colombianas se reunieron con el Coce del ELN en la segunda ronda exploratoria celebrada en la Habana entre Gobierno y ELN en el cual ratificaron su compromiso con la iniciativa de Casa de Paz como espacio de diálogo que puede abrir caminos hacia un proceso de negociación. Tanto el ELN como el gobierno dieron  relevancia a la participación de la sociedad civil en estos encuentros. El próximo 6, 7 de marzo las diferentes expresiones y niveles de iniciativas civiles de paz se encontrarán con el fin de lograr construir acuerdos en contenidos y determinar métodos de trabajo. Diferentes organizaciones de paz colombianas, 27/02/06
Las organizaciones indígenas, campesinas, sindicalistas expresaron su decepción ante el acuerdo de TLC firmado entre el Gobierno Colombiano y EEUU y alertaron ante sus efectos negativos en la economía del país. La Organización Indígena Colombiana propuso activar la movilización y la opinión crítica de los ciudadanos y animó a que expresen su descontento en su voto en las próximas elecciones antes de que el TLC sea aprobado en el Senado y en la Cámara de representantes (20 de julio). El rechazo al TLC surgido en las consultas populares realizadas por iniciativa ciudadana, el fallo judicial efectuado desde el Departamento del Tolima, las manifestaciones masivas públicas han sido indicadores de desacuerdo ciudadano no tenidos en cuenta por el gobierno a la hora de firmar. El año pasado los países que no tuvieron acuerdos comerciales con EEUU aumentaron más sus ventas a esa nación  (15,52%) que los que sí tienen TLC (10,17%). Sin embargo, los países con TCL sí presentaron un aumento de su participación en las compras en EEUU. El Tiempo, 17, 27/02/06, El Espectador, 27/02/06, ONIC, 15, 28/02/06 ACIN, 28/02/06.

Diferentes sectores plantearon su desacuerdo respecto a la intención del gobierno de expandir la palma africana. Desde las Comunidades de Jiguamiandó y Curvaradó a lo largo del mes han denunciado las amenazas recibidas por grupos paramilitares  y detenciones arbitrarias por parte de militares al tiempo que crece el cultivo de la Palma y son expulsados de sus territorios de los cuales poseen titularización colectiva desde 1991. Los palmicultores tradicionales mostraron su asombro ante el aumento de este tipo de cultivos en el Urabá ya que la selva  chocoana y la Amazonía  habían sido declarados no aptas para estos cultivos. Fedepalma (Fundación de empresarios cultivadores de la Palma) plantearon que sus principales clientes son europeos quienes buscan productos ecológicos en condiciones sociales justas y basadas en el respeto de los derechos humanos, lo cual les sorprende que el gobierno no asegure estas condiciones si realmente le apuesta a la palma como posible reactivador económico del país ya que de ella surge el  biodesel posible futuro substituto del petróleo. La semana, 09/02/06, Indymedia,  09/02/06

Comunidad Internacional 
La nueva Alta Comisionada Asistente para la Protección de ACNUR, E. Feller, visitó las comunidades afrocolombianas e indígenas en riesgo de desplazamiento en Chocó, comunidades desplazadas en Bogotá y población colombiana refugiada en Ecuador e instó a las autoridades colombianas competentes a aumentar la protección y atención y reparación de estas víctimas del conflicto así como a una mayor colaboración Sur-Sur. www.acnur.org/paginas 09/02/06
La Alta comisionada de Naciones Unidas hizo público su informe sobre la situación de los derechos humanos en Colombia 2005 en el cual, a pesar de reconocer algunos avances del Gobierno y destacar los esfuerzos por parte de algunas de las instituciones para avanzar en el cumplimiento de sus 27 recomendaciones, señaló su preocupación por la expansión paramilitar y su eventual interferencia en el proceso electoral así como exhortó al avance en los diálogos y negociaciones. También consideró de vital importancia la prorrogación del actual mandato de su  oficina con suficiente antelación antes del 2006. El gobierno  mostró su sorpresa por los contenidos y procedimiento de la publicación  sin haber establecido previo diálogo con ellos. www.hchr.org.co, www.presidencia.gov.co, 15/02/06.

Amnistía Internacional (AI) difundió  su “Informar, hacer campaña y servir a la ciudadanía sin temor: los derechos de periodistas, candidatos y funcionarios electos”, donde advierte que como “en campañas electorales anteriores, periodistas, candidatos y funcionarios electos, entre otros, han sido objetos de amenazas”. El Espectador, 09/02/06, AI, 15/02/06. http://web.amnesty.org/library/Index/ESLAMR230052006
La Comisión Internacional de Juristas visitó, entre otros países, Colombia, con el fin de elaborar un informe de evaluación sobre el impacto de la lucha antiterrorista sobre derechos humanos y el estado social de derecho en los últimos 18 meses. Respecto a Colombia incluyeron la continua práctica de allanamientos sin orden judicial y detenciones arbitrarias por fuerzas militares a pesar de haber sido declarada anticonstitucional por la Corte Constitucional, las intromisiones del poder ejecutivo en decisiones judiciales como tentativa de limitar la competencia de la Corte Constitucional garante del estado de derecho y de la protección de los derechos fundamentales y, por último, la preocupación por algunas expresiones de altas autoridades que estigmatizaron a defensores de derechos humanos a lo largo del año pasado. www.icj.org, 11/02/06.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos condenó por sexta vez al Estado Colombiano, esta vez, haciéndole responsable por acción u omisión de sus agentes por no adoptar suficientes medidas de prevención para evitar que un grupo, aproximadamente de 60 paramilitares liderados por Fidel Castaño ordenara desaparecer a 43 habitantes de Pueblo Bello (Urabá Antioqueño) por venganza del robo de 43 cabezas de ganado. La corte ordenó al Estado el pago de 12.000 millones de pesos de indemnización y el reconocimiento público de su responsabilidad en los hechos, así como el perdón, a través de sus más altas autoridades, a las familias de las víctimas. 25/02/06, El Tiempo, El Colombiano.

Delegación de parlamentarias y embajador suizos visitaron a la OFP como reconocimiento de su labor de apoyo a los derechos humanos a favor de la vida y de la paz en el marco de la inauguración de la Obra Espacios Femeninos (una serie de esculturas en las que se plasma y reconoce el trabajo humanitario que desde hace más de 30 años adelantan en la región los activistas de la OFP). La Vanguardia, 07/02/06.

� Este boletín es una iniciativa de la “Taula Catalana per la Pau i els Drets Humans a Colòmbia” para visibilizar las iniciativas ciudadanas de construcción de paz en Colombia y, también, animar al compromiso de la sociedad catalana con esas iniciativas. La información recogida  no pretende ofrecer un panorama exhaustivo de todas las iniciativas ciudadanas de construcción de paz existentes en el país. La información presentada no tiene porqué coincidir con los principios de la autoría.


� La “Taula Catalana per la Pau i els Drets Humans a Colòmbia” está formada por: Ajuntament de Barcelona, Ajuntament de Lleida, Ajuntament de Sant Cugat del Vallès, Ajuntament de Santa Pau, Associació Catalana per la Pau, Comissió Catalana d'Ajuda al Refugiat-CEAR, Consell Nacional de la Joventut de Catalunya, Cooperacció, Entrepobles, Escola de Cultura de Pau de la UAB, Federació Catalana d’ONG per al Desenvolupament, Fons Català de Cooperació al Desenvolupament, Fundació Josep Comaposada–UGT, Fundació Pau i Solidaritat–CCOO, Fundació Pagesos Solidaris, Fundació per la Pau, Generalitat de Catalunya,  Intermón – Oxfam, Justícia i Pau, Lliga pels Drets dels Pobles,  Moviment per la Pau. Entidades observadoras: Amnistia Internacional Catalunya, Brigades Internacionals de Pau-Catalunya.








